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Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, la 

Jueza Domínguez Irizarry y la Jueza Rivera Marchand 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico a 9 de abril de 2021.  

I. 

El 13 de julio de 2020 la Sra. María Hernández Vega demandó 

al Municipio de Guaynabo, al Sr. Jonathan Ramírez Nieves y ciertos 

miembros de la Policía Municipal de Guaynabo.1 Reclama la suma 

de $500,000 en daños por alegada restricción a la libertad bajo 

arresto ilegal, persecución maliciosa y violación a los derechos 

civiles.2 

El 8 de septiembre de 2020 el Sr.  Ramírez Nieves presentó 

Contestación a Demanda. El 15 de septiembre de 2020 la Sra. 

 
1 Los codemandados que pertenecen a la Policía Municipal de Guaynabo son los 

siguientes: el Sr. Ángel Reyes, el Sr. Eliezer Vázquez Albelo, el Sr. José Del Valle 

y el Sr. Alfonso González. 
2 Sostuvo que: 

1) El 2 de enero de 2020 fue con sus dos hijos menores de edad a la cancha 

de baloncesto de la Urb. Ponce de León en Guaynabo, urbanización en la 
que actualmente reside; 

2) Al dejar uno de sus hijos en la cancha, fue interceptada y arrestada por la 

Policía Municipal sin orden de arresto y en presencia de sus hijos; 

3) Luego del arresto, fue llevada la Comandancia de la Policía Municipal de 

Guaynabo y sus hijos fueron dejados en el parque sin supervisión; 
4) En la Comandancia, fue informada que el Sr. Ramírez Nieves estaba 

localizado en el parque donde dejó a su hijo y que como consecuencia de 

desobedecer la orden de protección que él posee en su contra, se quedaría 

detenida en la celda hasta que fuese citada; 

5) Eventualmente, fue llevada al Centro Judicial de Bayamón, donde se le 

imputó un cargo por la alegada violación al Art. 4 de la Ley 284-1999, 
conocida como la Ley Contra el Acecho en Puerto Rico; y 

6) Posteriormente, el Tribunal determinó no causa contra la Sra. Hernández 

Vega y ordenó su liberación inmediata. 
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Hernández Vega presentó Moción Objetando Contestación a la 

Demanda. El 16 de septiembre de 2020 el Municipio presentó una 

Moción de Desestimación al amparo de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil.3. Planteó, en esencia que, en virtud del Art. 

1.053 de la Ley Núm. 107-2020, conocida como el Código Municipal 

de Puerto Rico,4 el Municipio posee inmunidad en cuanto a las 

reclamaciones de la Sra. Hernández Vega. Por tal razón, aun si se 

aceptara los hechos como ciertos, no existe una causa de acción que 

justifique la concesión de un remedio a favor de la Sra. Hernández 

Vega. 

El 16 de septiembre de 2020, mediante Orden notificada el 

mismo día, el Foro Primario concedió 20 días a la Sra. Hernández 

Vega para que replicara a la Moción de Desestimación. El 5 de 

octubre de 2020 la Sra. Hernández Vega presentó Moción en 

Oposición a Solicitud de Desestimación. Adujo que las actuaciones 

del Municipio están tildadas de negligencia, por ende, no le aplica la 

inmunidad concedida por el Código Municipal de Puerto Rico.5 

Además, sostuvo que las actuaciones por parte del Sr. Ramírez 

Nieves son las que constituyen persecución maliciosa. El 7 de 

octubre de 2020 el Municipio presentó Réplica a “Moción en 

Oposición a Solicitud de Desestimación”. Reiteró que, las actuaciones 

de la Policía Municipal fueron en cumplimiento de la ley, por tal 

razón, el Municipio no responde. De igual modo, expresó que, 

conforme al Código Municipal de Puerto Rico,6 el Municipio no 

responde por actos constitutivos de persecución maliciosa.  

Luego de los trámites procesales de rigor, el 9 de diciembre de 

2020 el Tribunal de Primera Instancia dictó Resolución mediante la 

cual declaró No Ha Lugar la Moción de Desestimación. Determinó 

 
3 32 LPRA Ap. V. 
4 21 LPRA §7084. 
5 Supra. 
6 Íd.  



 
 

 
KLCE202001294    

 

3 

que continuara el descubrimiento de prueba y dio plazo de 20 días 

al Municipio para que contestara la Demanda. Inconforme, el 15 de 

diciembre de 2020, el Municipio acudió ante nos mediante recurso 

de Certiorari.7 

El mismo 15 de diciembre el Municipio presentó Moción 

Urgente en Auxilio de Jurisdicción. Solicitó la paralización de los 

procedimientos hasta que llegáramos a una decisión ante el recurso 

de Certiorari. En esa misma fecha, ordenamos la paralización de los 

procedimientos ante el Foro Primario y le concedimos 20 días a la 

Sra. Hernández Vega para que nos mostrara causa por la cual no 

debíamos revocar el dictamen recurrido. El 22 de diciembre 

compareció la Sra. Hernández Vega mediante la presentación de una 

Moción en Oposición a Certiorari y en Oposición a Moción en Auxilio 

de Jurisdicción. Contando con la comparecencia de ambas partes, el 

Derecho y jurisprudencia aplicable, estamos en posición de resolver. 

II. 

A. 

Como sabemos, el auto de certiorari es un vehículo procesal 

extraordinario mediante el cual, revisamos determinaciones 

interlocutorias del Tribunal de Primera Instancia. Este recurso se 

caracteriza porque su expedición descansa en la sana discreción del 

tribunal revisor.8 No obstante, la discreción para expedir el recurso 

y adjudicarlo en sus méritos, no es irrestricta, ni implica la potestad 

de actuar arbitrariamente, en una u otra forma, haciendo 

abstracción del resto del derecho.9 

 
7 Plantea: 

ERRÓ EL TPI, Y CONSTITUYÓ UN ABUSO DE DISCRECIÓN, AL DECLARAR 

NO HA LUGAR LA MOCIÓN DE DESESTIMACIÓN DEL MUNICIPIO Y, POR 
CONSIGUIENTE, ORDENARLE QUE CONTESTARA LA DEMANDA Y QUE SE 

PROCEDIERA CON EL DESCUBRIMEINTO DE PRUEBA. 
8 Pueblo v. Díaz De León, 176 DPR 913, 917-918 (2009). 
9 Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728-729 (2016); Pueblo 
v. Custodio Colón, 192 DPR 567, 588 (2015). 
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En primer lugar, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil,10 

establece nuestro marco de autoridad para intervenir en las 

determinaciones interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia. Dispone que, el recurso de certiorari para resolver 

resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia, será expedido por el Tribunal de Apelaciones 

cuando se recurre de: (1) una resolución u orden bajo las Reglas 56 

(Remedios Provisionales) y 57 (Injunction) de Procedimiento Civil; (2) 

la denegatoria de una moción de carácter dispositivo; y, (3) por 

excepción de: (a) decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 

hechos o peritos esenciales; (b) asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios; (c) anotaciones de rebeldía; (d) casos de relaciones de 

familia; (e) casos que revistan interés público; y (f) cualquier otra 

situación en la que esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. 

En segundo lugar, acreditada debidamente nuestra autoridad 

para intervenir en el asunto recurrido, a tenor con la anterior 

disposición reglamentaria, la Regla 40 de nuestro Reglamento,11 

establece el marco de acción al que debemos sujeción, para 

intervenir y alterar de cualquier forma el dictamen recurrido. Dicha 

Regla enumera una serie de criterios a considerar para ejercer, sabia 

y prudentemente, nuestra discreción para atender o no en los 

méritos un recurso de certiorari. Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.   

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.   

 
10 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. 
11 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
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(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.12   

Destacamos, que además de examinar la corrección y 

razonabilidad de la decisión recurrida, es importante evaluar la 

etapa del procedimiento en que se produce, para determinar si es el 

momento apropiado para intervenir. Este análisis también requiere 

determinar, si, por el contrario, nuestra intervención ocasionaría un 

fraccionamiento indebido o la dilación injustificada del litigio.13 

B. 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, atiende las defensas que 

pueden levantarse, a opción del demandado, en una moción o 

solicitud de desestimación antes de contestar la demanda o como 

parte de la contestación a ésta.14 La referida Regla dispone:   

Toda defensa de hechos o de derecho contra una 

reclamación se expondrá en la alegación responsiva 

excepto que, a opción de la parte que alega, las 

siguientes defensas pueden hacerse mediante una 

moción debidamente fundamentada: (1) falta de 

jurisdicción sobre la materia; (2) falta de jurisdicción 

sobre la persona; (3) insuficiencia del emplazamiento; 

(4) insuficiencia del diligenciamiento del 

emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación 

que justifique la concesión de un remedio; (6) dejar de 

acumular una parte indispensable.15 

Desde la perspectiva judicial, la resolución de una moción de 

desestimación exige al juez tomar como ciertas las alegaciones de la 

demanda y el proponente de la solicitud tiene que demostrar que, 

presumiendo que lo expuesto en la demanda es cierto, la demanda 

 
12 Íd. 
13 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 
14 R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico: Derecho Procesal Civil, 

4ta ed., San Juan, Ed. Lexisnexis, 2007, Sec. 2601, pág. 230; González v. 

Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848, 855 (2009). 
15 32 LPRA Ap. V, R. 10.2 
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no expone una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio.16 

Al considerar una moción de desestimación, el tribunal dará 

por ciertas las alegaciones fácticas bien alegadas de la demanda.17 

En esa función, hay que interpretar las alegaciones de la demanda 

conjuntamente y de forma liberal a favor del promovido.18 Esta 

doctrina se aplica solamente a los hechos bien alegados y 

expresados de manera clara, que de su faz no den margen a dudas.19 

Luego de brindarle veracidad a los hechos bien alegados, debe 

determinarse si a base de éstos la demandada establece una 

reclamación plausible que justifique que el demandante tiene 

derecho a un remedio, guiado en su análisis por la experiencia y el 

sentido común. 

Solo puede desestimarse la demanda, si se demuestra que el 

demandante no tiene derecho a remedio alguno bajo cualesquiera 

hechos que pueda probar.20 Ello, pues no aduce causa de acción, 

cuando la razón de pedir no procede bajo supuesto alguno de 

derecho concebible y, por lo tanto, la misma no puede ser 

enmendada.21 Ergo, no “procede la desestimación, si la demanda es 

susceptible de ser enmendada”.22 

Este estándar de plausibidad bajo la Regla 10.2 (5) se cumple 

si las alegaciones, “empujan sus reclamos para cruzar la línea de lo 

concebible a lo plausible.”23 La demanda debe contener suficientes 

hechos, presumiblemente ciertos, que establezcan una reclamación 

para un remedio que es plausible de su faz.24 El estándar de 

 
16 Torres Torres v. Torres, et als., 179 DPR 481, 501 (2010). 
17 Íd. 
18 El Día v. Mun. Guaynabo, 187 DPR 811 (2013). 
19 Pressure Vessels of Puerto Rico, Inc. v. Empire Gas, 137 DPR 497, 505 (1994). 
20 Moa v. E.L.A., 100 DPR 573, 586 (1972). 
21 Figueroa v. Tribunal Superior, 88 DPR 122, 124 (1963). 
22 J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da Ed., San Juan, 
Pub JTS, 2011, T. II, pág. 529. 
23 Ashcroft v. Iqbal, 556 US 662, 680 (2009); Bell Atlantic Corp. v. Twombly, 550 

US 544, 570 (2007). (Traducción nuestra). 
24 Ashcroft v. Iqbal, supra. 
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plausibilidad no es similar al requisito de probabilidad. Requiere 

más que la mera posibilidad de que el demandado ha actuado de 

forma ilegal.25 “De determinarse que no cumple con el estándar de 

plausibilidad, el tribunal debe desestimar la demanda y no permitir 

que una demanda insuficiente proceda bajo el pretexto de que con 

el descubrimiento de prueba pueden probarse las alegaciones 

conclusorias”.26 

Lo anterior es compatible con la sana política judicial que 

persigue que los pleitos se vean en sus méritos.  Después de todo, 

nada es más frustrante, para el que busca como logro que se 

adjudique un pleito en sus méritos, que se le niegue su día en corte. 

Es harto conocido que, en nuestro ordenamiento existe un interés 

apremiante e importante de que las controversias se resuelvan en 

los méritos y que los tribunales están llamados a promover lo 

anterior permitiendo a las y los ciudadanos su día en corte.27 

C. 

La doctrina de  la inmunidad soberana impide que se 

promueva un proceso judicial en contra del Estado salvo que este 

preste su consentimiento.28 No obstante, el Art. 2(A) de la Ley de 

Reclamaciones y Demandas contra el Estado29 dispone que el 

Estado podrá ser demandado en acciones por daños y perjuicios 

ocasionados a la persona o a la propiedad, causados por acción u 

omisión de cualquier funcionario, agente o empleado, u otra persona 

actuando en capacidad oficial y dentro del marco de su función, 

 
25 Íd. 
26 Ashcroft v. Igbal, supra; Atlantic Corp. v. Twombly, supra. Véase, además: 

Hernández Colón, Rafael. Práctica Jurídica de Puerto Rico, Derecho Procesal Civil. 

5ta. Ed., Sec. 2604. Pág. 268 (2010). 
27 Pueblo v. Rivera Toro, 173 DPR 137 (2008); Pueblo v. Rodríguez Ruiz, 157 DPR 

288 (2002); Soc. Gananciales v. García Robles, 142 DPR 241 (1997). 
28 Doble Seis Sport TV. v. Dept Hacienda, 190 DPR 763 (2014); Guardiola Álvarez 

v. Depto. de la Familia, 175 DPR 668, 678 (2009); Berríos Román v. E.L.A., 171 
DPR 549, 555 (2007); Defendini Collazo et al. v. E.L.A., Cotto, 134 DPR 28, 40 

(1993). 
29 Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, según enmendada, 32 LPRA § 3077 et. 
seq. 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2018494624&pubNum=0002995&originatingDoc=I46dedaf97ef311e49488c8f438320c70&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_678&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Default)#co_pp_sp_2995_678
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2018494624&pubNum=0002995&originatingDoc=I46dedaf97ef311e49488c8f438320c70&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_678&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Default)#co_pp_sp_2995_678
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2012627900&pubNum=0002995&originatingDoc=I46dedaf97ef311e49488c8f438320c70&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_555&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Default)#co_pp_sp_2995_555
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2012627900&pubNum=0002995&originatingDoc=I46dedaf97ef311e49488c8f438320c70&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_555&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Default)#co_pp_sp_2995_555
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996278700&pubNum=0002995&originatingDoc=I46dedaf97ef311e49488c8f438320c70&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_40&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Default)#co_pp_sp_2995_40
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996278700&pubNum=0002995&originatingDoc=I46dedaf97ef311e49488c8f438320c70&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_40&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Default)#co_pp_sp_2995_40
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cargo o empleo, si interviene culpa o negligencia.30 Al aprobar el 

mencionado estatuto, la Asamblea Legislativa ejerció su prerrogativa 

de imponer estas condiciones bajo las cuales el Estado renunciaría 

parcialmente a su inmunidad soberana.31 De esta forma el Estado 

autorizó ser demandado cuando sus agentes o empleados, por 

descuido o negligencia ocasionan daños, en el desempeño de sus 

funciones y actuando en su capacidad oficial. 

De manera que una reclamación contra el Estado, sea por las 

acciones u omisiones de un empleado, agente o funcionario, puede 

prevalecer si: 1) la persona que causó el daño era agente, funcionario 

o empleado y actuó en su capacidad oficial al momento de causarlo; 

2) el funcionario, agente o empleado actuó dentro del marco de su 

función pública; 3) la actuación del funcionario, agente o empleado 

fue negligente y no intencional; y, 4) existió relación causal entre la 

conducta culposa imputada y el daño producido.32  

Cónsono con lo anterior, se incorporó en nuestro esquema 

legal la expresa facultad para compeler a un municipio a un pleito 

judicial por los daños personales, o a la propiedad, ocasionados por 

su culpa o negligencia.33 Asimismo, toda persona que tenga una 

reclamación de cualquier clase contra cualquier municipio, fundada 

en la antedicha causa, está legitimada para dar curso a la 

correspondiente acción judicial, siempre y cuando observe con rigor 

los criterios establecidos a los efectos de imprimir legalidad a su 

reclamo.34 

Ahora bien, la autorización para demandar a una entidad 

municipal no es irrestricta o ilimitada. El Código Municipal de 

Puerto Rico prohibió las reclamaciones en daños y perjuicios por 

 
30 Art. 2(A) y Art. 6 de la Ley Núm. 104, supra, 32 LPRA § 3077(A), § 3081. 
31 Rosario Mercado v. E.L.A., 189 DPR 561, 565 (2013). 
32 Toro Rivera v. E.L.A., 194 DPR 393, 407 (2015); García v. E.L.A., 163 DPR 800, 

812 (2005); Leyva et al. v. Aristud et al., 132 DPR 489, 510 (1993). 
33 Rivera Serrano v. Mun. de Guaynabo, 191 DPR 679 (2014). 
34 Art. 1051 de Ley Núm. 107, supra, 21 LPRA § 7082. 
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actos u omisiones de sus funcionarios, agentes o empleados en 

ciertas circunstancias.35 En lo pertinente, según establece el Art. 

1.053 del estatuto, cuando las acciones por daños y perjuicios 

contra el municipio por acto u omisión de un funcionario, agente o 

empleado de cualquier municipio ocurran:  

(a) En el cumplimiento de una ley o reglamento, aun 
cuando éstos resultaren ser nulos. 

[…] 
(d) Constitutivo de acometimiento, agresión u otro 
delito contra la persona, encarcelación ilegal, arresto 

ilegal, persecución, maliciosa, calumnia, libelo, 
difamación y falsa representación e impostura.  

[…]36 
 

Ahora bien, aunque como regla general el cuerpo político solo 

responde por los actos negligentes y descuidados de sus empleados, 

nuestro Tribunal Supremo se dio la tarea de atemperar esa 

limitación con la intención propia de la medida legislativa.37 De 

manera que tanto el estado como los municipios estarían sujeto a 

responsabilidad:  

(1) cuando el empleado, agente o funcionario causa un 

daño por su exclusiva culpa o negligencia mientras 

desempeña sus funciones y actúa en su capacidad 

oficial; 

(2) cuando el empleado, agente o funcionario causa un 

daño mientras desempeña sus funciones y actúa en 

su capacidad oficial por una actuación 

preponderantemente negligente, aun cuando dicha 

conducta tenga algunos elementos intencionales; 

(3) cuando, a pesar de que el daño fue directamente 

producido por un acto enteramente intencional de 

los cuales no responde el Estado, hubo otros actos 

negligentes separados de cocausantes del daño por 

los cuales sí debe responder el Estado, y  

(4) cuando el Estado a través de sus agentes es 

negligente por omisión al incumplir con un deber 

impuesto por las leyes y la Constitución.38 

 

De tal manera que, no sería suficiente para admitir 

automáticamente la inmunidad del soberano, el mero hecho de que 

 
35 Supra. 
36 21 LPRA § 7084. 
37 Toro Rivera v. E.L.A., supra, pág. 407; Galarza Soto v. E.L.A., 109 DPR 179 

(1979). 
38 Toro Rivera v. E.L.A., supra, pág. 407; Leyva et al. v. Aristud et al., supra, págs. 

510-511. 
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la conducta lesiva fue a causa de actos intencionales.39 Cónsono con 

lo anterior, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que: “[l]o 

opuesto sería concederle inmunidad absoluta al cuerpo político en 

situaciones en las que el acto intencional no fue la única causa del 

daño, en patente conflicto con los principios generales de 

responsabilidad extracontractual.”40 

III. 

Visto el trámite de este caso y el señalamiento de error alegado 

por el Municipio y a la luz de los criterios antes reseñados, 

determinamos no intervenir con la decisión tomada por el Tribunal 

de Primera Instancia. Contrario a la contención del peticionario, la 

Demanda sí contiene alegaciones específicas que, de ser probadas 

en su día, configurarían una causa de acción, susceptible de 

reparación, pues no aplicaría la inmunidad condicionada que les 

asiste a los funcionarios del Municipio. Procede entonces, que se le 

brinde la oportunidad a la Sra. Hernández Vega a que, en un juicio 

en los méritos, cumplan con su carga de probar y persuadir al 

Tribunal sobre la ocurrencia y validez de sus alegaciones. A la luz 

de la Regla 40 de nuestro Reglamento, no existe situación 

excepcional por la cual debamos expedir el auto solicitado. Tampoco 

atisbamos abuso de discreción41 de parte del Tribunal de Primera 

Instancia al negarse a desestimar sumariamente la reclamación 

instada. Vale destacar que ello no prohíbe que la final adjudicación 

que del caso haga el Foro de Instancia permita a la parte afectada 

acudir en su revisión al foro correspondiente mediante el 

procedimiento dispuesto por ley.42 

Por otro lado, anticipamos que la única causa de acción que 

podrá reclamarse contra el Municipio es aquella en daños de 

 
39 Íd. 
40 Íd. 
41 Véase, entre otros, Citibank, et al v. ACBI, et al, 200 DPR 724, 725 (2018). 
42 García v. Padró, 165 DPR 324, 335 (2005); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 

79, 93 (2001).   
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demostrarse que las actuaciones por parte de la Policía fueron 

negligentes. Asimismo, la causa de acción por persecución maliciosa 

solo procederá contra el Sr. Ramírez Nieves de demostrarse que 

presentó maliciosamente un proceso judicial contra la Sra. 

Hernández Vega y que el mismo la causó daños a ella. 

IV. 

En conformidad con lo anterior, expedimos el recurso de 

certiorari presentado por el Municipio y modificamos la Resolución 

emitida el 9 de diciembre de 2020 por el Tribunal de Primera 

Instancia, a los únicos efectos de desestimar solamente la causa de 

acción por persecución maliciosa en contra del Municipio. Así 

modificada, se confirma el dictamen. En consecuencia, se deja sin 

efecto la orden de paralización de los procedimientos emitida por 

este Tribunal el 15 de diciembre de 2020. La Jueza Domínguez 

Irizarry disiente de la Resolución emitida por la mayoría de este 

Panel por entender que procedía la solicitud de desestimación 

presentada por el Municipio. 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.  

 

      

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


